Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 13 minutos) 
Tenemos para considerar los asuntos entrados. 
SEÑOR SECRETARIO.- Van a ser repartidos los asuntos entrados que son profusos y ahora voy a dar lectura a un asunto entrado 
que me proporcionó el señor Senador Saravia, el que paso a detallar. El mismo está fechado el 3 de mayo, consta de cuatro 
documentos y expresa: "DOCUMENTO NC 1. 
1. Informe 
Encabezado: 'EXPEDIENTE: BANCO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY C/ BONAVOGLIA VILLAMIL, 
ROMULO JOSE.- JUICIO EJECUTIVO.- FICHA 501/2004, tramitado ante el Juzgado Letrado de 1? Instancia de 
Cerro Largo de 3" turno.-* 
2. Carátula 
“Banco de la República Oriental del Uruguay c/a Bonavoglia Villamil, Rómulo José Diligencias Preparatorias' 
2.1.1) Número Expediente 
207.769/2003 
Ficha 
769/2003 
3. Carátula 
“Banco de la República Oriental del Uruguay c/a Bonavoglia Villamil, Rómulo José Juicio Ejecutivo" 
4. Número 
207.501/2004 
CON 114 FOJAS UTILES 
DOCUMENTO N? 2 
2.1) Informe 


Encabezado: “CALCAGNO NESTOR C/ BRAGA PINA, MARCELO.- JUICIO EJECUTIVO.- FICHA 612/99”, tramitado ante el 
Juzgado de Paz departamental de Cerro Largo de 2* turno.-* 


2.1.1) Carátula 

“Calcagno, Néstor c/Braga Pina, Marcelo. Juicio Ejecutivo" 

2.1.2) Número - Año 

102 - 2003 

2.1.3) Carátula 

“Banco República Oriental del Uruguay c/a BRAGA PINA, Marcelo Javier EJECUCION HIPOTECARIA 
2.1.3.1) Ficha 

272/2000 

2.1.3.2) Archivo 

2270 

CON 227 FOJAS UTILES 

DOCUMENTO N? 3 

3.1) Carátula 

“Dos Santos, Delvair c/ Bentos Rodríguez, José Rooney y otra. Juicio Ejecutivo' 


3.1.1) Ficha 


227/00 

3.1.2) Archivo 

134/03 

3.1.3) Número Expediente 
210.227/200 

CON 139 FOJAS UTILES 
DOCUMENTO N' 4 

4.1) Informe 


“CUESTIONES RELATIVAS A COBRO DE DEPOSITO POR REMATADOR DEL BROU (caso concreto rematador Eber Miranda 
Posse. Melo. Cerro Largo). 


4.2) Fotografías 
CON 9 FOJAS UTILES" Firma el señor Senador Jorge Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- En primer lugar, quiero informar rápidamente a los señores Legisladores de qué se trata esto porque después 
tenemos que recibir a las delegaciones. Asimismo, quiero solicitar que se reparta a los señores Legisladores fotocopia de estos 
expedientes para que los puedan observar. 


Se trata de denuncias específicas de manejos e irregularidades dentro de las sucursales del Banco de la República. En este caso 
se trata de la Sucursal Melo, pero también están llegando algunas otras denuncias que, al igual que ésta, estamos investigando y 
haciendo estudiar por los peritos y técnicos. 


Voy a informar sobre algunos aspectos de cada expediente en forma resumida para que los señores Legisladores sepan más o 
menos de qué se trata. Por ejemplo, hay un expediente por el que se liquida una deuda de U$S 1:122.000 en U$S 150.000 en el 
Banco de la República de un cliente endémico. Dicho expediente se refiere a que el día 10 de noviembre de 2003 se presenta al 
Banco de la República y promueve diligencias preparatorias, con ficha de intimación de pago y reconocimiento de firmas contra 
Rómulo J. Bonavoglia -que es un rematador público y rural del departamento de Cerro Largo- por la cifra de U$S 1:122.000, que 
son U$S 872.626 por vales y U$S 249.000 por sobregiro de cuenta corriente. Transcurrido el tiempo, se piden las diligencias del 
caso, se embargan propiedades y se hace todo el trámite correspondiente por parte de la abogada del Banco de la República, y el 
día 1% de marzo de 2004, tres meses después, el Banco inicia juicio ejecutivo contra Rómulo J. Bonavoglia, pero sin justificar los 
motivos sólo acciona por U$S 150.000. Dado que del expediente no surge que se haya abonado suma alguna o se haya exigido 
algún otro medio de pago. Es inexplicable la quita que el Banco realiza, tal como se puede comprobar en la fotocopia del diario que 
se adjunta. Siendo deudor del Banco de la República, continúa siendo rematador del mismo, sigue rematando, no se le descuenta 
nada de los remates y se le siguen pagando las comisiones. 


En definitiva, existen varias irregularidades en este expediente. Por lo menos a simple vista, hay una quita muy grande sin 
justificación alguna y menos acreditación documental. Sigue siendo deudor, está embargado genéricamente, pero continúa 
rematando. Análisis aparte merece el pago de comisiones y depósitos a Bonavoglia por el propio Banco. 


O sea que tenemos una deuda de U$S 1:122.000 que el año pasado se canceló por U$S 150.000 en la sucursal del Banco de la 
República, sin que nadie sepa por qué. Cuando vean los expedientes y tengan tiempo de analizarlos se van a dar cuenta de que en 
un momento se presenta todo el juicio y al final se pide liquidación al Juzgado por U$S 150.000, sin explicar qué pasó con 
U$S 970.000 del Banco de la República. Me parece que esta es una situación grave. 


Por otro lado, me voy a referir a otro expediente en que si bien se trata de un remate de un particular, quien compra es el Banco de 
la República, dado que era el acreedor preferente en virtud de la hipoteca que pesaba sobre el inmueble rematado. El Banco de la 
República compra por U$S 20.744, y le paga al rematador, de comisión, U$S 6.222. En total, el Banco de la República compró por 
U$S 26.966, integrando el precio de comisión al de compra, pero curiosamente luego cede su derecho de mejor postor a 
U$S 18.000, al hijo del abogado que intervino en este procedimiento, es decir, al hijo del abogado del Banco de la República. 
Reitero, el propio abogado cede el boleto de compra a su hijo por U$S 18.000. Quiere decir que, en este caso, la institución perdió 
U$S 8.966. Incluso, se dijo que se hizo un llamado a precios para la adquisición del inmueble, lo que no es cierto; es más: no existe 
en este expediente judicial documento probatorio. 


A su vez, hay otro expediente del Banco de la República, sucursal Melo, en la misma situación. Si bien remata un particular, el que 
compra es el Banco de la República, dado que era acreedor preferente en virtud de la hipoteca que pesaba sobre el inmueble 
rematado. El abogado que interviene en este caso es el mismo que participa anteriormente. El día 27 de julio de 2001 el Banco de 
la República compró ese bien en U$S 32.592, más una comisión de U$S 9.777. Por lo tanto, U$S 42.369 es el precio del remate en 
el cual intervino el Banco de la República porque era el tenedor de la hipoteca; pero curiosamente luego vende, cede su derecho de 
mejor postor a U$S 28.000 al hijo del abogado del Banco de la República de la sucursal Melo. Reitero, lo cede en una cifra de 
U$S 28.000, por lo cual el Banco de la República perdió U$S 14.369. Lo más curioso es que el Banco de la República, mediante su 
representante, dice que hizo un llamado a precios para la adquisición del inmueble, de lo cual tampoco existe ningún tipo de 
documento. 


Indudablemente, estos negocios se manejan internamente, siendo que el abogado del Banco de la República -cuyo nombre figura 
en el expediente- conoce perfectamente los bienes rematados, precios, condiciones, etcétera y, además, los traslada a su propio 
hijo, que es quien accede a los boletos de compra. 


El otro expediente refiere a una situación que se genera sobre los depósitos de maquinaria. En Cerro Largo existe un depositante 
de maquinaria, que es rematador, señor Eber Miranda Posse, a quien en general se le deposita toda la maquinaria. Aquí también 
figuran pérdidas del Banco de la República, porque el depósito lo acuerda la disposición N* 7.139 de la Suprema Corte de Justicia, 
donde se establece que se cobra el 6% del depósito de maquinaria. Existe una maquinaria de cosechadora Ideal que cuesta 
U$S 110.000 -que se le sacó a un productor-, por la cual el rematador cobró U$S 6.600. La maquinaria está tirada al aire libre, se 
está deteriorando y el día que el Banco de la República remate, no sólo va a perder los U$S 6.600 por las comisiones, sino que va 
a perder también el valor del remate. 


Estas son pérdidas para el Banco de la República. Estos cuatro expedientes representan pérdidas para el Banco por manejos 
internos de una sucursal, pero existen más denuncias sobre otras sucursales. 


Por lo tanto, quería traer estos datos a la Comisión, que es precisamente de Endeudamiento, y estamos hablando no solo de 
deudores, sino del Banco de la República, del Banco Nación, que es nuestro Banco de fomento, al que queremos incluso potenciar. 
Existen situaciones irregulares dentro del propio Banco de la República, que ameritarían auditorías sobre las sucursales de nuestro 
Banco. 


En consecuencia, solicito a la Comisión que se le envíe una nota al señor Presidente de la Asamblea General -ya que esta es una 
Comisión de la Asamblea General-, a los efectos de que entere al señor Presidente de la República y que, a su vez, tramite a 
través de la Asamblea General la posibilidad de que se acceda a auditorías contables en todas las sucursales del Banco de la 
República. Digo esto, porque considero que no sabemos si esta situación es general, es de una, diez o veinte sucursales, pero lo 
cierto es que estamos procesando denuncias de varias sucursales. En consecuencia, el Banco, en su sucursal, estaría inhabilitado 
para generar créditos, acceder a solución del endeudamiento carpeta a carpeta; sería muy peligroso, ya que de esta forma no sólo 
está desprotegido el deudor sino también el Banco de la República. 


En definitiva, en U$S 1:500.000 se perdieron U$S 1:100.000. Esto es lo que pongo arriba de la mesa, y solicito que por Secretaría 
se repartan los expedientes a los señores Legisladores para que los estudien. Asimismo, solicito que se le haga llegar la nota al 
Presidente de la Asamblea General, señor Nin Novoa. Pido también al señor Presidente que se me haga llegar por Secretaría la 
versión grabada de la Comisión, incluso de las exposiciones de las diferentes delegaciones que vayamos a recibir. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Me alarma el planteo del señor Legislador Saravia, porque si esto corresponde solamente a una 
sucursal y además tuvo acceso a esos expedientes por casualidad, no quiero pensar lo que podrá ocurrir. 


Si la Comisión no tiene inconveniente solicitaría, ya que esta documentación se va a fotocopiar, que se envíe una copia al Banco de 
la República para que, en un plazo de diez o quince días, nos informe sobre la legalidad de todo eso. De acuerdo con la 
información brindada por el señor Senador Saravia, existirían ventas que no fueron llevadas a cabo con la cristalinidad necesaria, 
ya que no se hicieron publicaciones. Además, el hecho de que se haya realizado una venta al hijo del abogado interviniente genera 
dudas sobre la forma en que se ha procesado el tema. 


Creo que la Comisión debería pasar todo esto al Banco de la República para que puedan acercarse e informarnos sobre el asunto. 
Sin perjuicio de ello, creo que se les podría sugerir que investigaran en todo el país para saber si hay más casos como el 
mencionado aquí. Posteriormente habría que evaluar si no correspondería pasar todos estos antecedentes a la Justicia. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera adherir a las expresiones del señor Legislador Saravia, ya que la bancada de nuestro sector contaba 
con cierta información sobre una situación del mismo tipo con respecto a una farmacia en Atlántida o en algún otro balneario de 
Canelones. 


Por otro lado, quiero agregar que me dejó muy preocupado la información brindada por el señor Senador Alfie en la sesión pasada 
de la Comisión, acerca de que en años anteriores el Banco de la República había estado vendiendo Carteras por paquetes. Me 
gustaría recibir una información acabada con respecto a este tipo de ventas, especialmente en lo relativo a cuántas fueron, quiénes 
fueron los compradores y qué metodología se usó para la venta: si se hizo mediante remate, licitación o algo similar. 


SEÑOR ALFIE.- Personalmente hice esa solicitud en la sesión anterior de esta Comisión. 


SEÑOR BRENTA.- Efectivamente, esto ya se había pedido y creo que hay que incorporar estos planteos, porque todos tenemos 
algún tipo de denuncia en esta línea, que deberemos evaluar en su momento y llegar a un acuerdo en cuanto a cómo canalizamos 
lo planteado por el señor Legislador Saravia. Entiendo que hay que decidir cómo conducimos esta serie de denuncias que vamos 
recibiendo, a medida que distintos ciudadanos se enteran de la existencia de esta Comisión. 


Con respecto a algunas denuncias que hemos recibido, pienso que deberán ser estudiadas en profundidad a los efectos de 
establecer su veracidad, ya que normalmente sólo recibimos una parte de la información. 


Por otro lado, me gustaría saber qué trámite se le dio al pedido de informes que realizamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se le dio el trámite que resolvió la Comisión, es decir, se envió la nota correspondiente solicitando 
información al Banco de la República. 


SEÑOR BRENTA.- Entonces, me parece que la respuesta a ese pedido de informes va a aportar un caudal de información que 
permitirá que en algún momento la Comisión pueda evaluar cómo maneja este aspecto, que es una parte de todo el problema que 
motivó la creación de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Legisladores me lo permiten, me gustaría hacer una reflexión sobre este tema. 


Creo que la información aportada por el señor Legislador Saravia es muy buena, pero me parece que debemos considerar el hecho 
de que estamos frente a un sistema bancario que si bien puede haber generado cosas que a priori pueden ser criticables, merece 
que tengamos cierta ponderación ante las denuncias recibidas por los señores Legisladores, para no sumir a esta institución del 
país, como resultado de una sobredosis de actitud política, en un grado de inseguridad. Entiendo que es bueno recibir la 
información para que los Legisladores puedan analizar caso por caso y no la generalidad, y que luego podamos adoptar una actitud 


política y administrativa que no atente contra algo que todos queremos, y que es que el Banco no pierda credibilidad. En ese 
sentido, me parece que no sería bueno que esta Comisión hiciera grandes exposiciones públicas respecto a situaciones del 
pasado, que determinen que las instituciones bancarias tengan problemas en su mercadeo cotidiano. Digo esto, simplemente, a 
modo de reflexión. Entonces, propongo que estos casos sean estudiados, que queden en la Comisión y que los Legisladores nos 
manejemos con la sobriedad que cada uno entienda pertinente; una vez que los tengamos acá y a medida que vayamos 
avanzando, les daremos el trámite necesario, luego de que hayamos recibido el informe del Banco de la República. 


SEÑOR ASTI.- En la misma línea que el señor Presidente, quiero reiterar que tengamos en cuenta que hubo un cambio de 
autoridades en el Banco de la República, si no me equivoco hace menos de un mes. Por lo tanto, sería conveniente hacer esta 
solicitud de pedido de informes a la institución que dio origen a estas denuncias o a estos hechos que llaman la atención de los 
Legisladores integrantes de esta Comisión. Todos conocemos algún caso de estos. 


Entonces, acompañando lo que decía el señor Presidente y sin generar una alarma que, en definitiva, pueda ir en contra de la 
institución, creo que deberíamos ver cuáles han sido los procedimientos que se siguieron en el pasado y cuáles las medidas 
correctivas que este nuevo Directorio pudo haber encarado o puede encarar, a la luz de estas informaciones que nosotros le 
damos. Reitero que acompaño lo que se ha dicho, pero hago hincapié en el hecho de que el cambio de Directorio se realizó, creo, 
hace un mes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra el señor Legislador Saravia, la Mesa recuerda que tenemos tres delegaciones 
esperando afuera, que han sido citadas en respuesta a pedidos de audiencia. Digo esto sin ánimo de coartar a nadie en el uso de 
la palabra. 


SEÑOR SARAVIA.- Voy a ser breve. 


Aquí se trata de expedientes judiciales, por lo que hay pruebas más que suficientes contra una sucursal del Banco de la República, 
que quedaría inhabilitada -por supuesto, hay que enviar los antecedentes a su Directorio- para tratar cualquier situación caso a 
caso, porque el abogado está trabajando en dicho Banco y los que generaron esta pérdida a la institución están allí. Incluso, no sé 
si esta situación no está instalada en muchas más sucursales de todo el país. 


Por lo tanto, hay que solicitar al Banco de la República que inmediatamente pida auditoría sobre cada sucursal porque, de no ser 
así, ¿qué garantía podemos tener de que el BROU no esté perdiendo U$S 1:000.000 en cada situación, en cada sucursal -con lo 
que perderíamos cientos de millones de dólares en el tratamiento caso a caso- en el futuro, según la solución que vamos a dar al 
endeudamiento? Lo que aquí está demostrado es que el problema está en una sucursal y no en el Banco de la República; pero no 
sabemos si sólo está en una sucursal, en cinco, o en diez. Hay que investigar esto, y hasta tanto no lo hagamos, no se puede 
habilitar a ninguna sucursal para que haga el tratamiento caso a caso. ¿Qué garantías se me dan a mí de que el Banco de la 
República no va a perder cientos de millones de dólares tratando caso a caso? 


Quiero agregar, como lo dije al principio, que como esta es una Comisión de la Asamblea General, solicité que se enterara el 
Presidente de dicho Cuerpo, que es lo que corresponde, porque creo que esta es una situación grave. También por ello pedí que se 
repartieran los expedientes a los señores Legisladores. 


Pienso que el Banco de la República, con sus nuevas autoridades, tiene las potestades para implementar las medidas necesarias 
para auditar internamente cada sucursal de la institución, que sería lo lógico en este caso, porque ¿qué garantías nos va a dar, 
cuando presentemos los criterios de solución al endeudamiento y planteemos el caso a caso, sucursal por sucursal, de que en este 
caso o en algunos más, no sucedan estas cosas? Por mi parte, voy a mencionar sólo el caso de Bonavoglia, que es un deudor 
endémico del Banco de la República, cuyo nombre apareció publicado en varias circulares de prensa hace algunos años. Se ha 
venido diciendo que esos son los deudores pesados, los que funden al Banco de la República. Este debe U$S 1:122.000 de capital 
y U$S 259.000 de sobregiro de cheques y la institución nunca le cobró un "mango" en los remates; aparece sólo un remate 
liquidado a U$S 18.000, que no fue integrado nunca al precio, y se cancela -como figura en el expediente judicial- por U$S 150.000. 
La abogada del Banco pidió la cancelación por esa cifra ¿pero dónde están los otros U$S 970.000 del Banco de la República y de 
todos los uruguayos? Esta es, realmente, una situación preocupante y por eso la planteo acá. Sé que esta no es una Comisión 
Investigadora, pero creo que corresponde que se entere de esto al Presidente de la Asamblea General y que se mande nota al 
Banco de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Primero vamos a hacer lo que tenemos que hacer, que es -como pide el señor Legislador Saravia- dar 
trámite a las cosas, como corresponde por Reglamento. Acá no se puede votar; hay que dar trámite y conocimiento al Presidente 
de la Asamblea General. Entonces, la Presidencia formula moción en el sentido de adjuntar más datos, esperar a las reuniones 
venideras y ver, una vez que los Legisladores hayan leído el contenido del expediente que presenta el señor Legislador Saravia, 
qué actitud se toma, siguiendo la línea de conducta que marque este Cuerpo, con independencia de que sea compartida o no. En 
este momento, los Legisladores deben tener la posibilidad, en una semana, de estudiar y profundizar sobre estos expedientes u 
otros que tengan. 


Por tanto, en lo que corresponde a tomar una decisión en la Comisión, pediría que este tema fuera tratado nuevamente la semana 
que viene, una vez que todos los Legisladores hayan tenido acceso a la información. No se trata de discutir la veracidad de lo que 
plantea el señor Legislador Saravia, sino de un problema de autoridad intelectual, pues cada uno querrá leer. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- He propuesto -y solicitaría que se ponga a votación- que estos antecedentes que ha planteado 
aquí el Legislador Saravia sean enviados ya al Banco de la República para que nos dé su opinión sobre eso. Yo no soy juez ni me 
voy a poner a analizar folio por folio todas esas actuaciones, pero para mí lo que dice el Legislador Saravia es, a luz vista, de una 
gravedad muy grande. Entonces, lo mejor sería que el Banco de la República opinara acerca de todo ese procedimiento que se 
relata en esos expedientes, en cuanto a comprar la deuda, en su momento, dicho Banco, que el mismo abogado actuante se la 
vendiera al hijo y que se vendiera "de callado". No tengo pruebas, pero he escuchado hasta el cansancio que estas cosas ocurrían, 
aun en Casa Central. Incluso, se decía que a la vuelta del Banco había estudios que estaban vinculados con los abogados del 
Banco y que se procedía con este tipo de operaciones que ahora ha denunciado el señor Legislador Saravia. 


Por tanto, creo que no debemos estar esperando; luego, cuando venga más información, tomaremos un camino, pero no vamos a 
ponernos a estudiar esos expedientes con afán de abogados, sino que pienso que deben ir al Banco de la República y que éste 
nos informe de inmediato si se actuó bien o mal. 


Esta es una cuestión sobre la que no debemos dar trascendencia a la prensa, puesto que es un insumo para esta Comisión, y lo 
que el señor Legislador denuncia -y supone que debe haber muchos más casos- para mí es clarísimo. Por eso quisiera que 
también se enviara al Banco de la República la versión taquigráfica de las palabras del Legislador Saravia, que ha hecho 
prácticamente un resumen de lo que se ha actuado en cada uno de esos expedientes, y de esa manera dicho Banco nos podrá 
decir si esto estuvo bien o mal hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción en cuanto a que se envíen estos antecedentes puntuales, con las palabras del 
Senador Saravia, al Banco de la República. 


(Se vota:) 
10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se va a votar la moción de poner en conocimiento del Presidente de la Asamblea General esta situación. 

(Se vota:) 

10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Reflexivamente reitero que, de darse circunstancias que involucren otras situaciones, esta problemática sigue estando encima de la 
mesa; es decir que este tema no desaparece sino que, por el contrario, estaremos atentos, porque es motivo de reunión de esta 
Comisión. 

La Presidencia tiene un tema para plantear, sobre el cual pediría que esta Comisión se expidiera. Hemos tenido contacto con el 
equipo económico, que pide ser recibido en la próxima sesión de esta Comisión para dar conocimiento de los lineamientos que el 
Poder Ejecutivo va a determinar en lo que refiere al tratamiento caso a caso. Ya que el lunes que viene es feriado, proponemos que 
recibamos al equipo económico el día martes a las 14 horas, porque la importacia del tema lo amerita y la ciudadanía está atenta a 
su contenido. El equipo económico viene a explicarnos el estudio caso a caso, con las particularidades que cada Legislador se 
imaginará. 

SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Creo que esta oportunidad podría ser propicia para que el señor Ministro o el equipo económico 
nos trajera su opinión sobre los dos borradores que nos presentó el señor Legislador Saravia, que ya le fueron enviados. Recuerdo 


que en la sesión pasada de esta Comisión se resolvió por unanimidad enviar esos borradores al señor Ministro de Economía y 
Finanzas y que él, en un momento oportuno, nos diera también su opinión sobre eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los borradores no han salido aún, pues por Secretaría hubo alguna dificultad. Me parece que al equipo 
económico lo tenemos que recibir en lo sustancial y creo que es bueno que esta Comisión dé resoluciones de cómo se va a 
continuar, y el contenido de la reunión irá por el camino que tenga que ir. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- ¿Usted manda las cosas cuando se le antoja? La Comisión resolvió, por unanimidad, enviárselo 
al Ministro y ahora usted dice que no se lo envió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Materialmente no se lo pude enviar, señor Diputado. 

SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- ¿Por qué no se lo pudo mandar? Se resolvió por unanimidad -y tengo la versión taquigráfica en 
mi poder- enviar eso al señor Ministro de Economía y Finanzas, a quien oportunamente se iba a invitar para que viniera. Ahora 
bien, si va a venir, que lo haga con esos borradores que ya debía tener en su poder desde la semana pasada. No voy a cuestionar 
a la Mesa, señor Presidente, pero ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una cuestión material, no política, señor Diputado, por ausencia del señor Presidente de la Comisión 
para firmar la nota y enviarla al Poder Ejecutivo. Asumo la responsabilidad. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Entonces, lo hará hoy y el martes próximo vendrá con la opinión del señor Ministro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde ahora votar la sesión del martes. Se propone que comience a la hora 14. 
(Se vota:) 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se pasa a considerar el orden del día. 
Invitamos a ingresar a Sala a la Unión de Deudores del Banco Comercial. 
La delegación está compuesta por las señoras Morales y Taibo y los señores de Olivera, Fernández Ríos y contador Kotsachis. 
(Ingresa a Sala una delegación de la Unión de Deudores del Banco Comercial.) 


Damos la bienvenida a los señores representantes de la Unión de Deudores del Banco Comercial y les concedemos gustosamente 
la palabra. 


SEÑOR FERNANDEZ RIOS.- Creo que podríamos hablar durante mucho tiempo sobre todo el problema social que el tema del 
endeudamiento está cargando sobre nuestras mochilas. De todas formas, entiendo que no es ese el asunto que nos convoca hoy. 
Nosotros somos deudores que queremos pagar, que tenemos voluntad de pago y que venimos a buscar soluciones. Si, como dije 
anteriormente, nos pusiéramos a hablar sobre el tema social -que todos los Legisladores presentes han de conocer o deberían 
conocer; en la recorrida que hicimos, hemos estado con varios de ellos-, nos parece que no aportaríamos nada. Lo que queremos 
es dar ideas y presentar trabajos. Justamente, tenemos entendido que uno de ellos, realizado por nuestro asesor económico, ya ha 
sido entrado a través del señor Senador Breccia. En fin, a eso vinimos. Creo que sería más provechoso que el contador Kotsachis 
se extendiera sobre el tema, dado que el tiempo es acotado y nuestro deseo es encontrar soluciones reales y responsables al 
problema del endeudamiento. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Estamos representando a un grupo de pequeños deudores, generalmente comprometidos en sus garantías 
con sus propias viviendas. 


Los señores Legisladores han recibido una solución que, incluso desde el punto de vista técnico, tiene visos de cosa privada y no 
tanto pública, pero pretende mostrar que hay una situación de gestión que, a nuestro juicio, no funciona. Cuando se crearon los 
Fondos de Recuperación, se conformaron bajo esta tesis que la Unión propone: la de beneficiar a los ahorristas mediante el cobro 
a los deudores, puesto que con el producido se atiende a los acreedores que, en definitiva, son los ahorristas. 


Lo que estamos planteando es un fideicomiso de administración que se podría asimilar a los Fondos de Recuperación, si 
funcionaran correctamente. Como esto no sucede, estamos buscando soluciones alternativas que los hagan funcionar. 


Empezamos a trabajar sobre la base de un proyecto de ley presentado por el señor Senador Saravia y así realizamos un primer 
planteamiento. La solución que buscamos es la de poder pagar, pero al hablar con las autoridades públicas nos hemos dado 
cuenta de que el cobro de las deudas se dio a la firma Thesis, mediante un sistema de licitación. Esta firma pide a los Fondos de 
Recuperación la documentación de esos créditos, pero aparentemente no toda esa documentación está. Al final, nosotros que 
somos un grupo de deudores que quiere pagar, hace dos años que queremos saber dónde están los créditos. En el trabajo 
estadístico que presento conjuntamente con este proyecto -que es un estudio del grupo en sí-, vemos que el 92% que integra ese 
grupo no sabe dónde está el crédito, o sea, no ha tenido más noticias ni lo identifican en ninguna parte; entonces, no se puede 
pagar aquello que ni siquiera se sabe dónde está. 


Este es un círculo vicioso: no sucede nada. ¿Por qué? Porque Thesis dice que el Banco Central no le da información; al menos 
esto es lo que sabemos nosotros, aunque quizás ustedes puedan contar con otra información. Repito, Thesis pide la 
documentación para cobrar los créditos, y como estos no están o no se sabe dónde están, el Banco Central no la puede dar para 
cobrarlos, entrando así en un círculo del que no se sale. A veces aparece algún crédito y tenemos la notificación por parte de 
alguno de los compañeros que fue llamado por Thesis, pero esto es muy esporádico y en forma verbal. A tal grado se llegó, que un 
compañero de la Unión de Deudores en Dólares del Banco Comercial estaba muy afligido por esta situación, pagó y llegó a un 
acuerdo con Thesis, pero quiere retirar los títulos y no los encuentran porque no saben dónde están. 


Ahora vamos a hablar sobre el proyecto del señor Senador Saravia y las propuestas positivas para pagar que contiene; incluso, 
nosotros damos otras pautas de cobro. Quizás determinar las pautas de cobro no sea el trabajo más importante, sino el más 
sencillo; ¿pero qué hacemos después que tengamos las pautas de cobro? Esto es lo que le preocupa a la Unión de Deudores en 
Dólares del Banco Comercial. Se trata de buscar una solución que termine con este círculo vicioso que hace que los deudores que 
quieran pagar no puedan hacerlo. 


Otra de las cosas que hacemos en este proyecto es poner límites al pequeño crédito. Uno sería hasta U$S 2.000 o U$S 5.000, es 
decir, los pequeños; luego establecemos un límite de U$S 40.000 para los personales y de U$S 60.000 para las pequeñas 
empresas. Saber si esos límites los tenemos que correr o no será una cuestión de decisión, pero ese es el trabajo más fácil. El 
asunto es cómo hacemos andar esta máquina para que los deudores que quieren pagar lo empiecen a hacer -estamos hablando 
de setenta mil deudores, de los cuales treinta y cinco mil son los que están por debajo del límite de U$S 5.000 y los otros restantes, 
por encima de ese límite- y dejar de una vez por todas a esos grandes deudores que no deben ser objeto de buscar una solución 
con un fin social. Debemos encontrar una solución con fin social donde haya setenta mil soluciones y no tener todo trancado por 
cien deudores de toda la vida, que además ya sabemos quiénes son. El señor Fernández empieza por donde deberíamos hacerlo, 
es decir que acá hay deudores que quieren pagar. 


Respecto a las pautas de cobro, lo más importante que queremos dejar en claro sobre la quita es que nosotros pretendemos que 
se haga sobre el capital al 31 de julio. Sabemos que, actualmente, en algunas soluciones, lo que se hace es actualizar la deuda y a 
ese monto actualizado se le realiza la quita. Sin embargo, nosotros pensamos que es un sistema que, en definitiva, no trae ninguna 
quita al capital, porque los montos que se están manejando, de un 20% o un 25% sobre el monto actualizado, si trabajamos con 
tasas de un 6% o un 6,5%, iremos para adelante y haciéndole la quita, volveremos para atrás. Ustedes saben que hubo un 
deterioro en la mayoría de las viviendas en estos dos años -ello me consta, porque yo no soy deudor, soy asesor-, porque no las 
han podido arreglar y han buscado soluciones precarias. Entonces, lo que pretendemos es que la quita se haga sobre el capital al 
31 de julio. 


Otro aspecto importante que no aparece en la solución del señor Senador Saravia es que podemos encontrar -porque el estudio 
estadístico que hicimos así lo avala- un monto importante -no en cifras, pero sí en cantidad de deudores- y cual es la posibilidad de 
cancelar con un pago en efectivo con una quita del 50% del capital al 31 de julio. 


El último aspecto que quería señalar es muy importante para tomar en cuenta. Nosotros pretendemos que lo que se utilice para 
pagar la deuda no sea superior al 20% de los ingresos netos del grupo familiar, debidamente justificado. Por lo tanto, podemos 
manejar distintas refinanciaciones de acuerdo con los criterios, pero cuando la cuota supere ese límite del 20% de los ingresos 
líquidos del núcleo familiar, se debería establecer ese monto como cuota y estirar el plazo, aunque supere los plazos máximos que 
determine la reglamentación. Es decir que se trata de casos especiales donde deben cumplirse esos requisitos, o sea, que el 20% 
no alcance para cubrir la cuota. 


Eso era lo que quería manifestar, y quedo a la orden para las consultas que deseen formularme. 


SEÑOR FERNANDEZ RIOS.- Quisiera agregar algo a lo que el contador acaba de plantear , que es una reflexión que todos 
deberíamos tener en cuenta. Nosotros venimos sintiendo que todo aquel deudor que tenga voluntad de pago no va a ser despojado 
de sus bienes; pero deberíamos dejar en claro a qué se le llama voluntad de pago. No les quepa ninguna duda a quienes están hoy 
aquí que tenemos voluntad de pago y por eso vinimos. Estamos trabajando en ello y estamos dispuestos -perdónenme por la 
expresión poco académica- a poner "toda la carne en el asador" y colaborar donde haya que hacerlo. Buscamos soluciones; 
tenemos voluntad de pago. Sin embargo, si voluntad de pago se relaciona con el hecho de que Thesis llama a compañeros que 
deben U$$ 30.000 y les dice que tienen que pagar esa suma en 36 cuotas, es una utopía, ya que se trata de gente que no ha 
podido pagar una cuota de U$$ 300 o U$$ 350. 


Evidentemente, no se les puede pedir que liquiden U$$ 30.000 en 36 cuotas. Si a eso se le llama voluntad de pago, estamos 
hablando distintos idiomas, porque voluntad de pago es esto: venir, aportar elementos como para poder salir de esta situación, que 
hace muchos años se viene postergando y se viene mirando hacia un costado, sin buscar una solución de fondo. Queremos tener 
voluntad de pago y la tenemos; pero creemos que parte de la salida financiera de este país y parte de la credibilidad que ha perdido 
el sistema financiero, están en la demostración que deben hacer los bancos y el Gobierno de buscar una salida y decir a la gente 
que cuando firma una refinanciación no está firmando un pacto con el diablo. Puedo asegurarles que con cincuenta años y en lo 
que me queda de vida en estas condiciones, no saco nunca más un préstamo. Eso se lo estoy inculcando a mis hijos. El sistema 
financiero debe dar credibilidad para que la gente vuelva a creer en él y para que llegado el momento no se quede con las casas, 
con las herramientas y los vehículos de trabajo. 


Entonces, queremos dejar muy en claro que sí tenemos voluntad de pago real, no de utopías que -perdonen- llegan a ser 
payasescas. Quería aclarar esto porque a veces el árbol nos tapa el monte. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, para dejar constancia en la versión taquigráfica de que mi colega se refirió al 31 de julio de 2002. 


SEÑOR FERNADEZ RIOS.- Nosotros no estamos representando acá a los crónicos deudores que entre otras cosas han 
colaborado a hundir a este país. Esta es gente que creyó en el país. Nosotros compramos viviendas únicas, vehículos de trabajo o 
un pequeño campo y apostamos a seguir viviendo en este país, y no podemos cargar nuestras hipotecas e irnos para España. 
Queremos seguir pagando nuestras deudas acá y creyendo que este país todavía da posibilidades. 


SEÑOR ASTI.- Quería consultar sobre el relevamiento que hicieron y la cifra del 92%. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Se estima que serían unos trescientos cincuenta créditos sobre la base de U$S 2:000.000 de crédito 
aproximadamente. El trabajo se hizo sobre una muestra de ochenta, que son los más asiduos concurrentes a las reuniones que se 
vienen realizando desde 2002. 


Con respecto a la pregunta, el señor Legislador va a encontrar adjunto a la solución todo el trabajo estadístico, qué preguntas se 
hicieron y qué porcentajes dieron. En concreto, la pregunta que se realizó fue si sabían dónde estaban sus créditos, si era en el 
Nuevo Banco Comercial, en el Fondo de Recuperación o si no tenían idea, y el 92% de las respuestas fue que no tenían ni idea; no 
habían tenido más contacto, no sabían si habían ido a parar al Nuevo Banco Comercial o al Fondo de Recuperación. 


SEÑOR SARAVIA.- Quiero realizar una consulta porque me imagino que en este tiempo de relacionamiento con el banco la 
pueden haber constatado. Antes de entrar Thesis hubo una liquidadora del Banco Central, y quiero saber cómo fue la relación de 
los deudores con los dos sistemas de liquidación y cuál fue el mejor sistema. Hay una diferencia en la constatación de ustedes 
personalmente con la liquidadora del Banco Central que estuvo antes de Thesis, porque me consta que trabajó distinto y que 
recuperó algunas Carteras para el Nuevo Banco Comercial. Cuando ustedes entraron en la negociación, primero con la liquidadora 
del Banco Central y después con Thesis, ¿cuál fue la diferencia que tuvieron? 


SEÑOR FERNADEZ RIOS.- Esta pregunta es más que nada de carácter gremial, por llamarlo de alguna forma, y la conocemos un 
poco más quienes estamos integrando la Mesa de la Unión de Deudores. Lamentablemente los deudores, en algunos lugares más 
y en otros menos, estamos siendo tratados como criminales. Tenemos el caso reciente de una compañera que la hicieron llorar con 
un llamado de Thesis. Lo que le dijeron fue: "Señora, yo no estoy para escuchar sus lamentos. Yo la llamo para cobrar, usted tiene 
que venir a pagar". Lamentablemente tenemos que decir que cuando hemos intentado acercarnos cuando existía el Fondo de 
Recuperación los tenores de las conversaciones han sido los mismos. Nosotros tomamos nuestros créditos dentro de determinados 
parámetros que nos aseguraban que podíamos pagar y la prueba está en que, por ejemplo, tenemos un compañero que sacó un 
préstamo para pagar una casa en 96 cuotas, 72 de las cuales ya pagó. Me pregunto si alguien que paga 72 cuotas es un 
embromador, por no decir otra palabra. No; pero cuando variaron las reglas de juego, esa persona "se cayó". Mientras pagábamos 
nuestras cuotas consecutivamente y en fecha, éramos señores clientes de los bancos, pero hoy somos tratados como 
delincuentes, como si hubiéramos robado algo, y los reales delincuentes, que todos sabemos quiénes son, no reciben llamadas de 
noche, no reciben llamadas los domingos, sus familias no son molestadas, etcétera. Después de todas estas cosas, si los señores 
Legisladores me preguntan cuál ha sido la relación desde el punto de vista humano, diré que pésima. Desde el punto de vista 
técnico, no lo sé. 


SEÑOR SARAVIA.- Creo que el contador entendió la pregunta. Hubo dos liquidadoras: en un principio actuó una del Banco Central 
y luego se privatizó la Cartera que pasó a Thesis. Mi pregunta va en el sentido de saber si la relación de trabajo en el tema 
endeudamiento con la primera liquidadora, era mejor y, en ese caso, si llegaron a mejores acuerdos. Pregunto esto porque tengo 
en mi poder cifras que dicen que la primera liquidadora recuperó Carteras, incluso para el Nuevo Banco Comercial, que hoy están 
operando. 


En cuanto a la relación con Thesis debo decir que ya tengo varias denuncias en ese sentido, pero me gustaría saber la diferencia 
entre una liquidadora y la otra, que era del Banco Central. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Comprendo su pregunta y trataré de que me entienda, ya que la respuesta es subjetiva. Creo que la 
primera liquidadora encaró mejor el tema que Thesis, no sé si por un problema de posibilidades. En lo personal, tuve contacto con 
los fondos a través de mi actividad profesional, me he hecho eco de algunas cosas e, incluso, he llegado a acuerdos. 
Sinceramente, veo que la firma Thesis está inoperante; no sé si es por culpa de ellos, porque no tienen los créditos o por lo que 


sea. Lo cierto es que está inoperante, a pesar de tener un "call center". ¿Cómo puede ser que haya gente que desde hace tres 
años tiene problemas si se los puede llamar desde el "call center" para proponer soluciones y sólo por teléfono? 


Esto es lo que creo que el señor Fernández Ríos quería trasmitir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas de los señores Legisladores, quisiera agradecer vuestra presencia y también 
informarles que esta Comisión bicameral de la Asamblea General, entre otros cometidos, tiene el de recibirlos a fin de conocer su 
problemática cara a cara, así como los casos en concreto, a fin de buscar la solución en el ámbito que corresponda y hacer de 
campana de resonancia. 


SEÑOR FERNADEZ RIOS .- Nosotros también queremos agradecer a los señores Legisladores por habernos recibido y dejar claro 
que, hasta el período gubernamental pasado, habíamos dicho que no veníamos más al Parlamento. Nos habíamos sentido usados, 
sentíamos que estábamos hablando con las paredes y hasta, en cierta forma, hemos sido tratados peyorativamente. Como 
creemos que estamos hablando con otros actores y queremos tener la esperanza de que a este tema del endeudamiento interno, 
que es tan importante -porque hablamos mucho de la deuda externa y poco de la deuda interna, aunque ahora se habla algo más-, 
se le van a buscar soluciones responsables, es que volvimos a dar una carta de crédito y solicitamos ser recibidos por los señores 
Legisladores. Esperemos que este no sea otro trámite más de los tantos que hemos hecho y que, poniendo voluntad y 
responsabilidad, se pueda llegar a una solución para el tema del endeudamiento que, por encima de ser angustioso, es 
tremendamente injusto. 


Muchas gracias. 

(Se retiran de Sala los representantes de la Unión de Deudores en Dólares 

del Banco Comercial) 

(Ingresa a Sala una delegación del Movimiento Nacional de Deudores en Dólares) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los representantes del Movimiento Nacional de Deudores en Dólares, quienes 
oportunamente coordinaron, con la Secretaría de la Comisión, los términos de esta comparecencia. 


SEÑORA PÉREZ.- Buenas tardes. 


En primer lugar, queremos agradecerles por recibirnos en el día de hoy y, a su vez, deseamos explicar qué es el Movimiento 
Nacional de Deudores en Dólares. Hace tres años que venimos trabajando con diferentes grupos y, en tal sentido, mantuvimos 
contactos con distintas agremiaciones a nivel local y también internacional, como por ejemplo en México y en Brasil, dado que el 
tema del endeudamiento no es exclusivo del Uruguay sino que va más allá de nuestras fronteras. Por tal motivo, esta Mesa de 
trabajo no sólo tuvo que apelar a los recursos y al conocimiento a nivel local, sino también buscar antecedentes de, por ejemplo, lo 
que había ocurrido en México con el Barzón, o en la Argentina más recientemente. Como expresé anteriormente, mantuvimos 
vinculaciones con diferentes gremios, tales como AEBU y MADUR, con el cual, de alguna manera, estamos tratando de profundizar 
en estos temas. 


Nuestro propósito es tratar de entender qué ocurrió en 2002, cuando todos salimos perjudicados; no entendemos cómo esa 
catástrofe que perjudicó a 485.000 familias uruguayas -según la cifra manejada por el propio Legislador Ponce de León-, todavía no 
tenga una solución ni haya sido encarada con la urgencia y seriedad que el tema amerita. 


En segundo término, sabemos que, seguramente, los señores Legisladores recibirán a distintos grupos de deudores con los cuales 
mantenemos contacto, como por ejemplo la gente de Salto. Algunos han optado por organizarse en asociaciones civiles, como en 
el caso del Banco Hipotecario, otros por la formación de cooperativas, como en Maldonado o el caso de la propia CUSAF, donde 
cada uno, de la manera que pudo, intentó buscar una solución a nivel de la población civil, porque desde las esferas de Gobierno 
no había ningún tipo de respuesta. 


En definitiva, queremos transmitirles que hay un grupo de deudores que no tuvo posibilidades de defenderse y que encontró un 
vacío legal en 2002, luego de la catástrofe financiera. 


Somos un grupo de deudores que nos diferenciamos de los grandes deudores -estamos cansados de que nos comparen con ellos-, 
porque éstos no necesitan sentarse a esta mesa a negociar ya que tienen capacidad para hacerlo y, de hecho, pueden manejar el 
Código Civil mucho mejor que nosotros. Además, tienen excepciones, porque las pueden pagar, mientras que nosotros en muchos 
de los casos ni siquiera pudimos pagar el 1% para defendernos en su momento. 


Por el momento es cuanto quería señalar, para permitir que mis compañeros hagan uso de la palabra. 


SEÑOR FRAGA.- Buenas tardes. Mi nombre es Nelson Fraga; integro la Coordinadora de Deudores y soy deudor de la banca 
extranjera. 


Siguiendo el hilo de lo que venía exponiendo la compañera en lo referente a nuestra presentación, nos interesaría hacer algunas 
puntualizaciones que tienen que ver con el objetivo de la lucha que hemos venido llevando adelante desde hace casi tres años. 


Muchos de los señores Legisladores ya conocen nuestra problemática. Veo que están presentes aquí algunas de las personas con 
las que hemos hablado en estos años; lo hemos hecho con mucha intensidad y hemos recibido todo tipo de promesas, pero nada 
en concreto hasta el día de hoy. Como algunos de los Legisladores son nuevos, suponemos que necesitarán el tiempo suficiente 
para interiorizarse de este tema, que no sólo es grave y urgente, sino también complejo. 


Como decía la compañera, integramos varios grupos, ya que existen realidades distintas dependiendo de quienes sean nuestros 
acreedores. Probablemente esto amerite que la Comisión tenga que considerar cada uno de esos grupos de forma distinta. Sin 
embargo, queremos dejar en claro que hay un tema global que nos involucra a todos. El objetivo fundamental de nuestra lucha es 
exigir de las autoridades competentes, como lo son el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, fundamentalmente, el más caro de 


sus cometidos, que es velar por los intereses de toda la sociedad -reitero: los intereses de toda la sociedad-, manteniendo un 
sistema equilibrado en donde los distintos intereses que se conjugan en su seno puedan estar al amparo de las amenazas, tanto 
internas como externas, evitando la exclusión de las personas y la desintegración familiar de la que estamos siendo víctimas para 
que, de alguna manera, podamos sobrevivir y desarrollarnos como Nación. 


Para esto es imprescindible comprender un elemento fundamental. La solución real del problema sólo puede ser encarada si se 
entiende y asume, de una vez por todas, que en junio de 2002 en este país estalló la crisis financiera más grande de su historia, lo 
que no es poca cosa. Sabemos que hay acontecimientos externos, climáticos o de otra índole, que pueden provocar situaciones 
donde vastos sectores de la población quedan al desamparo, y eso fue lo que nos pasó a nosotros. A una mayoría de las familias 
uruguayas se nos alteraron bruscamente las condiciones de nuestros contratos y quedamos al desamparo. 


Entendemos que el Gobierno -y aquí hay Legisladores que representan al Poder Ejecutivo- está encarando un Plan de Emergencia 
Social, y también entendemos que es totalmente prioritario, pero deben entender que la crisis financiera dejó un estado de 
emergencia para muchas familias que todavía no estamos en la indigencia y que, tal vez, no estemos bajo la línea de pobreza pero 
que, probablemente, si esto no se soluciona, sí lo estemos, y probablemente podamos llegar a engrosar ese Plan de Emergencia 
del que estamos hablando. 


La compañera hacía referencia a que somos, fundamentalmente, deudores familiares de pequeños emprendimientos, de vivienda 
única, que apostamos a mejorar o a poder hacer realidad nuestro proyecto de vida mediante el endeudamiento. Capaz que ese ha 
sido el gran pecado que cometimos: haber comprado un producto financiero cuando no teníamos claras las pautas y no sabíamos 
si se podían mantener en el tiempo; pero creímos. 


En los últimos tiempos se ha vertido mucha información, sobre todo en esta nueva etapa, ante una realidad sustancialmente 
distinta. Los señores Legisladores deben manejar esos elementos, y quisiéramos saber de dónde salen todas esas cifras que se 
vierten públicamente. Rechazamos ese tipo de información que genera confusión, porque periódicamente recibimos deudores que 
nos dicen que no están dentro de lo que dice el Gobierno o las autoridades con referencia a tal o cual grupo. Por eso es importante 
contar con la información que necesitamos. 


No quiero monopolizar el uso de la palabra, pero me gustaría hacer algunas precisiones concretas sobre el hecho específico de la 
suspensión de ejecuciones, de lo que tanto se ha hablado. Nosotros decimos, total y categóricamente, que esa no es la solución. 
Queremos sólo la suspensión de ejecuciones, y por vía legal, porque entendemos que se precisa tiempo. El Gobierno y el 
Parlamento están exigiendo tiempo para enfocar el problema, ¿pero cómo hacemos, durante ese tiempo, para que quienes tengan 
derecho a acceder a la solución a la que se arribe, puedan beneficiarse de ella? Si en el ínterin no se para la ejecución de esa 
persona, indudablemente va a quedar fuera de cualquier solución que se pueda plantear. De hecho eso está ocurriendo. 


Además, dentro de este punto está incluido el tema del caso a caso. Se ha insistido hasta el cansancio en que esto tiene que 
resolverse caso a caso y nosotros estamos totalmente de acuerdo con eso. Sin embargo, nos queda una gran pregunta y 
quisiéramos saber si los señores Legisladores tienen respuesta para ella. ¿Cómo se piensa procesar el caso a caso sin que ningún 
deudor quede por fuera de las posibles soluciones que se implementen? 


Quisiera agregar alguna otra precisión, pero antes desearía que hiciera uso de la palabra algún otro compañero. 


SEÑORA PÉREZ.- Algunas cifras que se han manejado hasta ahora hablan a las claras de que acá hay una profunda inequidad en 
cuanto al tema endeudamiento. Además, recién se han manejado algunas cifras, pero nos consta que la Comisión que ha trabajado 
bastante tiempo en el Ministerio de Economía y Finanzas, tiene serias dificultades para hacer el relevamiento de lo que está 
pasando con el tema endeudamiento. Nosotros proponemos -es una de las tareas que podemos hacer en conjunto y colaborar 
desde la sociedad civil organizada- hacer el relevamiento del caso a caso, para que el señor Ministro se tome su tiempo de indagar 
si vale la pena salvar a cada deudor, al médico que no puede pagar la Caja de Profesionales Universitarios y no puede ejercer, o a 
tanto capital intelectual que se está yendo del país y que necesitamos para los grandes emprendimientos y para sacar al país 
adelante. 


No debemos olvidar que se tienen datos sólo de algunos casos, porque no constan allí los deudores de menos de U$S 5.000, los 
del Banco Hipotecario, los de los prestamistas particulares, los de las tarjetas de crédito, los de las administradoras de crédito, los 
que deben a las cajas profesionales o los de innumerables "cooperativas" -dicho entre comillas- que no tienen la regulación ni las 
garantías suficientes para seguir funcionando en nuestro medio, con todo el perjuicio que eso le genera al Estado y, por supuesto, 
también a los que necesitamos ser sujetos de crédito. 


Yo no soy economista -y me perdonarán los que sí entienden del tema-, pero estamos hablando de que el 80% del endeudamiento 
global está concentrado en un 20% de deudores. Entonces, estamos viendo que miles de familias con deudas menores a 
U$S 100.000 vamos a quedar en la calle cuando el gran endeudamiento está concentrado en muy pocas manos. De alguna 
manera, esta Comisión va a tener que encarar ese tema. 


Entonces, queremos remarcar los medios con los que el deudor se ha visto forzado a negociar con sus acreedores en estos 
sesenta días. Por ejemplo, en la última versión taquigráfica quedó constancia de cómo, en su momento, la Intendencia firmó miles 
de juicios ejecutivos, forzando de alguna manera a los deudores por Contribución Inmobiliaria a que se acercaran a realizar 
convenios, no pudiendo pagar las cuotas ni los convenios. Habría que hacer un seguimiento para ver si realmente es una medida 
efectiva el conducir a una señora con un bebé a la Comisaría para que lleve sus títulos cuando estaba en el Banco Hipotecario, 
forzando a los acreedores al remate, porque una vez que se inicia el juicio ejecutivo el que cobra primero es el Estado, por lo que la 
Intendencia termina no cobrando y la familia queda en la calle. 


Entiendo que actualmente estamos en un Uruguay diferente; de alguna manera, la Ley de Defensa del Consumidor trata de 
equilibrar lo que nosotros intentamos dejar en evidencia en este momento. Hay formas y métodos para cobrar, pero el Estado tiene 
que velar por el equilibrio de los contratos, tanto del oferente, del prestador o del que toma un crédito. Eso es lo que se entiende a 
nivel del MERCOSUR, porque de lo que se trata, justamente, es de cuidar al consumidor. Entonces, habría que ir pensando qué 
sistema financiero queremos, qué sistema legal queremos, qué relación de consumo estamos estableciendo y en qué país 
productivo estamos pensando. 


SEÑOR FRAGA.- Quería puntualizar, con respecto a la parte legal -sobre la cual hacía hincapié la compañera que me precedió en 
el uso de la palabra-, que existe un sistema normativo y legal que es profundamente desigual en cuanto al amparo a que somete a 
los acreedores y a la desprotección en la que deja a los deudores. Los que estamos en juicio, los que estamos reclamando o los 
que estamos frente a la Justicia pidiendo que sea contemplada nuestra situación, nos encontramos con el inconveniente de que 
muchos Jueces no tienen herramientas para poder excepcionarnos y plantear esta situación. Además de todo esto, como si fuera 
poco, se generaron leyes de excepción. Este Parlamento -o el anterior, aunque habrá Legisladores que formaban parte de él-, votó 
leyes de excepción para atender determinados grupos de interés afectados por la crisis, pero al único que no le dieron 
absolutamente ninguna protección legal fue al de los endeudados; ninguna. Se votaron excepciones para el sistema financiero; se 
apoyaron, se aprobaron y se votaron para cierta franja de ahorristas; pero absolutamente nada para los endeudados. Preguntamos 
por qué para unos pocos es válido legislar ante una emergencia y por qué no para los muchos que quedamos. Es una gran 
pregunta que todavía no ha tenido respuesta. 


Otra cosa que quería puntualizar con respecto a las reglas de juego es que se ha mencionado hasta el cansancio que no se 
pueden alterar. No podemos aceptar bajo ningún concepto ese tipo de afirmaciones, porque son innumerables las veces en que se 
han violado esas reglas de juego. El propio Estado las cambió y modificó antes de la crisis. Si eso es así porque el mundo y las 
sociedades son dinámicos, ¿cómo se procesan los cambios sin modificar reglas de juego? Tenemos un nuevo Gobierno que ha 
hecho una propuesta muy clara de cambios profundos; ¿cómo va a hacer esos cambios profundos si no cambia, modifica o 
incorpora nuevas reglas de juego? 


Para muestra basta un botón: uno de los más grandes grupos estafadores, como lo fue la familia Peirano, está siendo juzgado por 
leyes del siglo XIX. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Carlos González Alvarez) 
En definitiva, si no va a haber cambios en este sentido, no sabemos a dónde vamos a ir a parar. 


SEÑOR LOPEZ.- Más que hablar como lo han hecho los compañeros, me gustaría hacerles preguntas, aunque sé que tenemos 
muy poco tiempo. 


Quisiera abordar un tema muy puntual, que es el de los prestamistas particulares. Los compañeros han sido muy elocuentes y han 
hablado técnicamente muy bien, pero me gustaría que alguien me pudiera decir cómo vamos a solucionar el problema de los 
endeudados con prestamistas particulares. No lo planteo porque me comprendan las generales de la ley, sino porque en estos 
últimos años he escuchado decir en reiteradas ocasiones: "No podemos hacer nada". Por el contrario, creo que sí podemos hacer 
mucho. Primero, hay antecedentes con respecto a una solución para este tipo de gente y, segundo, considero que se trata de 
personas que, de alguna manera, están amparas por los Gobiernos. ¿Por qué digo esto? Porque veo que se permite esta situación 
parabancaria -por llamarla de alguna manera-, ya que se sabe que existe desde tiempos remotos y no se ha hecho nunca nada, 
por lo que continúa existiendo. ¿Y por qué existe? Por las necesidades que tenemos, que proliferaron en este último 
endeudamiento. 


La crisis de este país -como decía el compañero- comenzó por los años 1998 y 1999; muchos de los actuales deudores nos 
quedamos sin trabajo y tuvimos que tratar de salir adelante. Como buenos uruguayos que somos, no queríamos estar sin trabajar y 
tampoco vivir de lo que podían brindarnos familiares o amigos. Entonces, muchos intentamos varias cosas, lo que nos llevó -dado 
que no éramos sujetos de crédito- a tener que ingresar a ese submundo de los prestamistas particulares. Se trata de gente con la 
cual, prácticamente, no se puede tratar. Hemos ofrecido cantidad de soluciones que no aceptan, y cuando lo hacen, siempre es de 
una manera muy ventajosa para ellos; nunca aceptan que para el deudor se pueda hacer de otra manera. 


Por otro lado, se trata de préstamos que son pactados pagando préstamos y anualidades de los capitales. Imaginen que en un 
crédito muy pequeño, por ejemplo de U$S 10.000, que uno puede haber pedido para saldar una cuenta, para cubrir determinadas 
acciones o para tener un trabajo, se debe pagar aproximadamente unos U$S 200 mensuales de intereses, sin contar el pago del 
capital. Esto sucede cuando, por ejemplo, uno pacta pagar anualidades. Ante una crisis como la que tuvimos, con falta de trabajo y 
sin recursos, me gustaría que alguien me explicara cómo puede hacer un deudor de este tipo para pagar U$S 200 solamente de 
intereses, sin pagar el capital. Esto significa que va a vivir toda una vida, eternamente, pagando intereses a estos prestamistas, ya 
que no se ha dado una baja de los intereses. Lo que se ha logrado es la prolongación de períodos, con extensión de años hacia 
adelante y demás, pero prácticamente uno viviría toda su vida pagando intereses sobre intereses y no podría saldar nunca el 
capital. 


Frente a esto, mi gran pregunta es por qué no tratamos de encontrar una solución a esto. Creo que hay antecedentes, como los 
decretos de los años setenta, que encontraron solución a estas cosas. Me parece que hoy se deberían encontrar también las 
mismas soluciones. Se habla de voluntad de pago y sé que eso existe en todos nosotros, porque si hay algo que está manifiesto es 
la voluntad que hemos tenido todos de pagar. Esa misma voluntad la han tenido quienes años atrás refinanciaron su deuda y hoy 
se encuentran en una situación crítica, desesperante, porque no pueden pagar. Además, hoy se encuentran con que tienen 
contratos sobre sus cabezas que son peores que los originales. Por eso, decimos que necesitamos un marco legal ya que no 
podemos pretender nuevamente que sigamos llegando al mostrador de los bancos, creyendo que nos darán grandes facilidades, 
cuando lo que hacen es poner espadas sobre nuestras cabezas, con deudas que no sabemos si vamos a poder terminar de pagar. 
Por lo tanto, creo que si revisamos, buscamos antecedentes y ponemos la mejor de las voluntades, entre todos, algo se va a poder 
lograr. 


Nosotros hemos trabajado todos estos años y elaboramos muchísimas propuestas y anteproyectos de ley que quizás muchos de 
ustedes conocen. Entendemos que esas propuestas no son irreales, como tantas veces se nos dijo, porque se apoyan en cosas 
que hemos estudiado y que hemos visto. Si las leen, verán que son propicias, posibles y que no causan ningún perjuicio al país. 
También nos parece que mientras se estudia el caso a caso -que reconocemos son muy diferentes unos de otros-, no perdemos 
nada ni creamos ningún conflicto en la plaza financiera si se detiene un poco todo esto con el fin de ponernos a estudiar todas las 
situaciones puntuales y a recoger toda la información. Creo que ese es uno de los cometidos de esta Comisión, es decir, acceder a 
la información lo más rápidamente posible; ser dinámicos y tener la mayor de las claridades para encontrar una solución. Para ello 
se necesita tiempo y por eso le pido a la Comisión que si más allá del análisis de la situación tiene la potestad de hacer algo, lo 


haga, y que si sus integrantes pueden, como Legisladores que son, promover proyectos de ley que agilicen un poco esto, también 
lo tengan en cuenta, porque se necesita un marco legal para esta readecuación -como le llamamos nosotros- de las deudas. 


No nos olvidemos de otra cosa que es muy importante. Se dice por ahí que cuando nosotros firmamos un contrato, no lo podemos 
romper y que sabemos a qué estamos accediendo y lo que firmamos. Pero yo siempre me planteé lo mismo: el riesgo que 
corremos nosotros al firmar un contrato, contando con la variación de la moneda, también debe correrlo el prestador del servicio o 
el acreedor. Entiendo que hoy todos deberíamos estar compartiendo esta pérdida que surgió en nuestro país como consecuencia 
de la crisis que hemos vivido, causada por una política económica no muy loable. Todos corrimos el riesgo y, por lo tanto, 
deberíamos compartir las consecuencias de lo sucedido, y no como sucede ahora, que somos los deudores quienes acarreamos 
con todo el peso de esta situación. 


SEÑORA PEREZ.- Como sé que el tiempo de que disponemos es bastante acotado y que están esperando la visita de otros 
grupos, quisiera proponerles ceder la palabra unos pocos minutos a cada uno para que explique su situación, ya que estamos en 
distinta situación; algunos están vinculados al Banco Comercial, otros a Thesis y otros al Banco Hipotecario, y quisiéramos que 
conocieran la realidad a la que nos vemos enfrentados. Después, les vamos a dejar cinco o seis propuestas para que pueda 
trabajar la Comisión, así como también otros insumos más, entre los cuales está el proyecto del Banco Hipotecario, que reparte las 
pérdidas y que hemos elaborado asesorados por el doctor Korzeniak. Para redondear, simplemente, plantearemos algunas 
reflexiones finales sobre qué pasaría si no atendiéramos este problema grave y urgente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene, por Secretaría, acotado el tiempo para las diferentes delegaciones. No sé cómo 
estamos en lo que refiere, precisamente, al tiempo aunque, evidentemente, acá no se quiere coartar el uso de la palabra. Me 
parece que todos los Legisladores que estamos en esta Comisión vivimos en este país y sería muy bueno transitar por el camino 
de las ideas, es decir, saber cómo ven la situación y no tanto el tema del diagnóstico que, lamentablemente, todos lo conocemos. 
Entonces, nos gustaría conocer las propuestas que ven como un camino de solución, sin que esto signifique a priori ningún otro 
elemento, sino simplemente tomarlo como un insumo de trabajo para los Legisladores. 


SEÑOR FRAGA.- Nosotros tenemos una serie de propuestas que son producto del trabajo de todos estos años. Nos hemos 
ofrecido -y volvemos a ofrecernos nuevamente- a venir cuantas veces sea necesario para poder discutir estas propuestas y poder 
saber, cuando algo no es posible, por qué es posible. Entiendo lo que el señor Presidente planteaba en cuanto a los diagnósticos 
pero, lamentablemente, se siguen manejando argumentos que todavía no son claros. Es decir, nosotros tenemos respuestas, pero 
no recibimos respuestas claras de quienes tienen que decidir. Entonces, vamos a trabajar. 


Siempre, desde un primer momento, hemos hablado de la suspensión de ejecuciones por vía legal y seguimos sosteniendo ese 
planteo. Este tema de la suspensión de ejecuciones se ha manoseado muchísimo. Repito que nosotros no lo manejamos como una 
solución, pero sí como una herramienta. La suspensión de ejecuciones puede perfectamente ser acotada en el tiempo y a los 
deudores que se considere que merecen ser comprendidos en ella, y ustedes tienen las potestades para hacerlo. Señalamos esto 
porque se ha dicho que la suspensión genérica puede provocar una crisis institucional y un desastre económico brutal; sin 
embargo, se la podría hacer específica y acotada en el tiempo para evitar que se siga cayendo gente del sistema. Por eso 
insistimos y, además, porque no confiamos en lo absoluto en el sistema financiero ni en nuestros acreedores. No confiamos en 
ellos. Sí confiamos en ustedes y les pedimos que actúen como árbitros. 


Dado que todos compartimos el tema del tratamiento caso a caso y creemos que hay que implementarlo, estamos planteando que 
se haga un registro de deudores, a través de alguno de los organismos del Estado, ya sea del Ministerio de Economía y Finanzas, 
de la Sociedad de Defensa del Consumidor, de este Parlamento o del organismo que sea; ustedes pueden decirlo o sugerirlo a las 
autoridades para que lo hagan. Esto permitirá, de una vez por todas, saber exactamente quiénes son los deudores que realmente 
están damnificados; evidentemente, el vivo de siempre no va a venir ante la Comisión ni se va a presentar para un registro. Esta 
sería una forma de separar ese tema y también de ponerles cara o rostro a las carpetas, de manera de no seguir hablando de 
números porque detrás de ellos hay gente. Nosotros somos gente; no somos una estadística. 


A su vez, el tema de la suspensión de ejecuciones no se agota en la suspensión misma. Queremos un marco legal - 
indudablemente, debe haberlo- que atienda la problemática puntual de cada uno de los sectores de la actividad. Por eso creemos 
que ustedes, como Legisladores, tienen las potestades para ello. No sé si lo podrá hacer esta Comisión; probablemente deberá 
hacerlo la Comisión de Hacienda, pero si ustedes elaboran los insumos necesarios, a partir del manejo de la información y desde 
su óptica como Legisladores, probablemente se pueda generar un acuerdo marco dentro del cual se pueda ir encajando las 
distintas realidades que cada uno de los compañeros puede plantear cuando se enfrenta a su acreedor particular. 


Asimismo, yendo ya a lo particular, proponemos una serie de medidas más específicas, aunque de carácter global, y valga la 
aparente contradicción. En nuestro proyecto de ley tenemos varias propuestas concretas sobre cómo encarar el tema de los 
números, las tasas de interés, los plazos, las quitas, los tiempos de espera o de moratoria, en fin; tenemos esos detalles y se los 
vamos a dejar. Lo que creemos es que, de una vez por todas, debemos apuntar a la desdolarización de la economía -y esto lo ha 
dicho el propio Poder Ejecutivo- y dirigirnos hacia una pesificación. Claro que tenemos que acordar las bases de esa pesificación, 
pero debemos ir hacia ella. Es inadmisible que alguien contraiga una deuda en una moneda diferente a la que gana; creo que esto 
está en la tapa de cualquier manual de economía o de sistema financiero o bancario. Por eso queremos llegar a esa pesificación. 
Se está hablando mucho de Unidades Indexadas o de crear monedas distintas, pero a veces son trampas en las que caemos y son 
pan para hoy y hambre para mañana. Por eso creemos que el peso es la única herramienta que nos permitiría de una vez por 
todas decir que a tal deudor se lo puede estudiar, y si gana tanto en pesos y debe tanto en pesos, tanto por ciento de sus ingresos 
va a la deuda pudiéndose así proyectar hacia el futuro algo viable. Por eso rechazamos el tema de las monedas distintas al de los 
ingresos de los deudores. 


En el proyecto de ley planteamos el tema de la readecuación de las deudas, que implica atender a la problemática que se nos 
generó cuando se alteró la pauta devaluatoria. La crisis se extendió a todo el mercado, ya sea laboral -pues hubo gente que perdió 
su empleo o que vio reducido su salario- o de empresas pequeñas y medianas, que vieron su ecuación alterada y que sus 
garantías bajaron sustancialmente. Entonces, es necesario hacer una readecuación porque nadie puede pagar y muchas veces - 
incluso se ve en los remates- no se pueden lograr los montos que se obtenían en determinado momento, por lo que se trata de una 
herramienta más que podemos manejar en cuanto al valor de las garantías y el valor de los ingresos. 


También dejamos planteada la inquietud -como mencionaba el compañero que planteó la realidad de los prestamistas particulares- 
con respecto al tema de las herramientas financieras. Indudablemente, acá tenemos un gran común denominador de esta 
situación. Aquí hubo un faltante de caja; la crisis se llevó muchos miles de millones de dólares, y no ahora sino desde los últimos 30 
ó 40 años, que venimos pagando todos los uruguayos. Esas deudas se han socializado, las hemos pagado todos y seguimos 
pagando con nuestros impuestos las que se derivan de estas nuevas realidades. Por lo tanto, el problema aquí es ver de dónde 
sale ese dinero, quién lo pone y cómo lo podemos articular. Hay herramientas para ir solucionando esos problemas. Como ejemplo, 
cito lo que significó para quienes tenían dinero en el segundo semestre de 2002 y que pudieron cancelar sus deudas con bonos al 
50% de su valor, esto es, con una quita real, concreta, en la deuda de la gente que pudo conseguir eso. Esto sólo se hizo extensivo 
a los bancos públicos, por lo que ahí se socializaron parte de las deudas entre todos nosotros. Entonces, queremos ver si hay 
mecanismos por medio de los cuales también nosotros podamos obtener algunos de esos beneficios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que estamos muy excedidos del tiempo previsto y hay otra delegación que está esperando. De 
pronto, si ustedes han traído documentos, los pueden dejar a la secretaría y luego se distribuiría a los integrantes de la Comisión. 


SEÑORA PEREZ.- Dado lo acotado del tiempo, vamos a hacer entrega a la Comisión de una planilla de relevamiento con las 
sugerencias en cada ítem que deben tener en cuenta para al menos poder articular algo con nosotros o con el mecanismo que 
crean conveniente, como el relevamiento del caso a caso, y con los tiempos necesarios para ello. 


También les vamos a dejar, a modo de insumo, el proyecto de ley de endeudamiento con algunas ideas para poder trabajar. 
Aclaramos que estamos a disposición para trabajar; lo hemos hecho honorariamente desde hace muchos años, hipotecando parte 
de nuestro trabajo y nuestra familia. 


Asimismo, les haremos entrega de los puntos de la entrevista en la que claramente se dice por qué algunos argumentos que se 
manejan no son válidos. 


A su vez, les dejamos el proyecto de ley que se presentó en el Banco Hipotecario y que creo es una buena forma de repartir las 
pérdidas. 


En su momento, estuvimos asesorados por el doctor Korzeniak y en esa iniciativa básicamente se reparten las pérdidas entre 
todos. 


No quiero dejar de mencionar que existe un problema grave en cuanto a qué sucede con Thesis, que se está rematando. Hay una 
cantidad de gente que está esperando que estos 60 días se respeten; nos preguntamos qué va a suceder con las personas que 
están quedando en la calle, que no tienen dónde ir y tampoco tienen garantías. Al respecto, les vamos a dejar toda la 
documentación correspondiente de los casos que tenemos ahora, pero ya se han rematado unos cuantos que no tienen vuelta 
atrás. 


Con respecto al Banco Hipotecario, creemos que es necesario que se revea qué sucede con la ley orgánica que le da amplias 
potestades y hoy no sabe que somos cartera comercial. De esta manera, 4.000 familias que estamos en el Banco Hipotecario no 
tenemos cómo defendernos y pagar nuestra deuda con nuestra única vivienda. Esa es una realidad que hay que rever porque el 
Banco tiene la potestad de hacer un remate extrajudicial, siendo que no es el banco que atiende la realidad actual del Uruguay. 


Por último, nos preguntamos qué pasaría si nosotros no atendemos este endeudamiento lo antes posible. Miles de uruguayas y de 
uruguayos serán muertos civiles y no podrán ser sujetos de crédito. Se fomentará aún más el mercado financiero paralelo, con las 
consabidas consecuencias negativas para los usuarios y el Estado. En el caso de las familias que viven en el medio rural, no les 
quedará otra opción que engrosar los cinturones de pobreza de las ciudades y aprender a sobrevivir bajo otras reglas, y no 
precisamente de convivencia pacífica. En el caso de que tengan una profesión liberal como médicos veterinarios, no podrán ejercer 
por no tener sus aportes al día. Aumentará el informalismo. Se incrementarán los niveles de violencia doméstica por las enormes 
frustraciones que implica que el padre de familia no pueda tener un empleo y asegurar el techo a su familia. El deterioro del tejido 
social, con guetos marginales, aumentará. Llevamos tres generaciones de pobreza y no queremos engrosar esa realidad. Por las 
políticas económicas cerradas, se malentendió el libre mercado y la reforma del Estado como algo ajeno a lo social. Creemos que 
hoy el capital más grande de una economía es la confianza, la credibilidad de un sistema de justicia social y la seguridad pública. 
Es necesario que recuperemos la confianza apostando a eso que necesitamos de ustedes: señales claras. Que legislen, para eso 
son Legisladores; no que controlen, que legislen. Estamos en el período de luna de miel de las nuevas autoridades y estamos 
apostando al cambio, pero por favor, precisamos urgentemente señales claras. 


Gracias por el tiempo que nos concedieron. 


SEÑOR LOPEZ.- Como entre los cometidos que ustedes tienen está el de recabar información, queremos pedirles que por favor se 
hagan de los contratos de refinanciación que los bancos hicieron en el año 2003. Estúdienlos, léanlos y vean las cláusulas que 
contienen. Es asombroso. A esto es a lo que nos estamos y nos están obligando con las medidas administrativas. Si no legislamos, 
esto va a volver a ocurrir, y no puede ocurrir porque es vergonzoso que algo así pueda pasar en nuestro país. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia en Sala de la delegación del Movimiento Nacional de Deudores en Dólares y le 
solicitamos que deje en nuestro poder todos los documentos que crea conveniente. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento Nacional de Deudores en Dólares.) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Sin Fines de Lucro Adherentes a Créditos con Cláusulas Abusivas) 
Tenemos el agrado de recibir a una delegación de la Asociación Sin Fines de Lucro Adherentes a Créditos con Cláusulas Abusivas. 


Nos visitan la señora Cristina Luzzo, el señor Alejandro Bertolini, el señor José Alonso, la señora Lourdes Pereira, la señora Elsa 
Correa y la señora Inés Aranda. 


Queremos expresarles que si desean hacernos llegar alguna documentación -que posteriormente sería distribuida entre los 
integrantes de la Comisión-, la recibiremos con mucho gusto. La posibilidad de obviar su lectura en Sala, por otra parte, nos 
ahorrará tiempo. 


Les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑORA LUZZO.- Mi nombre es Cristina Luzzo, y soy integrante de la Comisión Directiva de ACCAU. 


Nosotros hemos venido analizando toda la problemática que tenemos con respecto a la situación de nuestros asociados -esta 
asociación civil se formó en el año 2002- y venimos a plantearlas, aprovechado la circunstancia de que el nuevo Gobierno se ha 
propuesto volver a conversar con los deudores. 


La semana pasada tuvimos una entrevista con el señor Diputado Tajam, aquí presente, quien nos atendió con respecto a nuestros 
planteos, y en el día de hoy vamos a dejarles algunos datos con respecto a la situación de nuestros asociados. 


Inicialmente, nuestra asociación civil integró a distintas personas e instituciones que estaban con situaciones de deuda privada o 
pública vinculada a la problemática del año 2002. Fue en ese momento que nos constituimos y desde entonces hemos estado 
atendiendo algunas situaciones. Hay casos que ya se finiquitaron por la vía de los hechos, porque hay gente que ya ha sido 
rematada, y tenemos también asociados que están en una situación próxima al remate, así como otros que están con expedientes 
jurídicos. Pero desde el punto de vista de la sensibilidad que pueden tener los señores Legisladores para este problema, de más 
está decirles que tenemos varias situaciones límite, de gente que no ha querido estar en esta situación sino que ha sido arrastrada 
a ella por la política económica. Incluso, tenemos casos de personas que ya, por razones fundamentalmente de salud mental, no 
pueden superar algunas situaciones, porque al haber tenido que contraer una deuda, querer pagar y no poder, se hace muy difícil 
mantener la situación civil. 


Hoy tenemos 70 asociados activos que todavía siguen participando de la vida de la Asociación, la mayoría de ellos con 
expedientes; incluso, muchos de nosotros hemos perdido ya nuestra única propiedad y nos mantenemos únicamente para llevar 
adelante la parte grupal y servir de sostén a otras personas. 


SEÑORA PEREIRA.- Quiero destacar que existen otras situaciones puntuales también bastante críticas. Por ejemplo, tenemos 
casos de compañeros que han perdido su vehículo de trabajo, porque estaba prendado y las cuotas en dólares, después del año 
2002, quedaron muy altas; estas personas han tenido que jubilarse, en algunos casos, con magras sumas. Todos tenemos voluntad 
de pago y eso se ve en nuestras fichas; queremos refinanciar la deuda pero en condiciones que podamos pagar. La mayoría de 
nosotros estamos en casas de vivienda única o en utilitarias de trabajo y las situaciones son por demás complejas. El jueves 
pasado fuimos recibidos por el señor Representante Tajam, quien nos atendió gentilmente y nos pidió que hiciéramos un 
relevamiento -el cual aún no hemos podido terminar- de nuestros asociados y de las situaciones en particular. Muchos de nosotros 
estamos en situación de trámite jurídico, pero también sabemos que las instancias judiciales dependen un poco del apoyo legal que 
tengan, y si entendemos que en nuestros contratos de adhesión hay cláusulas abusivas, también tenemos que saber que si esas 
cláusulas se anulan, cuáles van a ser nuestras situaciones. O sea que si el contrato cae, queremos tener claro cuáles van a ser 
nuestras condiciones para la refinanciación de nuestros contratos 


Incluso, tenemos acá un compañero integrante de la Comisión Directiva, el señor Bertolini, que se encuentra en una situación 
próxima de remate. 


SEÑOR BERTOLINI.- En el año 2000 compré una casa con el ABN AMRO Bank, y por dos años fui un excelente pagador, sin 
atrasarme un día, tanto es así que la duodécima cuota venía bonificada y el propietario de la casa también me hizo una 
refinanciación. Yo pagué U$S 1.050 por mes, sin ningún tipo de problemas durante dos años, pero cuando saltó el dólar, me fue 
imposible seguir pagando. De ahí fue que todos empezamos a movernos. Hace unos meses, Castells y Castells me quería rematar 
la casa; lo suspendimos porque ni siquiera fui comunicado, ni llegó a mi casa ningún cedulón, y una hora después de la hora del 
remate lo pudimos parar. Esa es mi situación particular. Hay muchos de estos casos; incluso, algunos de nuestros compañeros han 
perdido la vida porque se han suicidado. 


Nos metimos en esta situación porque el Gobierno mismo nos señaló que no iban a devaluar. Nos dijo que el que tenía una deuda 
en dólares no se preocupara porque no iban a devaluar. Sin embargo, sucedió lo contrario. Fui más de cuatro o cinco veces a 
plantear la situación con el recibo de sueldo de mi señora que es médica, y yo que tenía negocios, una chacra para trabajar en el 
campo, pero vino el tornado en 2002 y terminó con todo. Es decir que en 2002 se dieron una sucesión de hechos que cambiaron 
totalmente la realidad que tenía en el año 2000. Mi señora está deshecha y yo también, al igual que una cantidad de compañeros. 


Nosotros pretendemos que se haga justicia, nada más; no pensamos en que se nos regale nada, sino que se nos brinde la 
posibilidad de pagar con los ingresos actuales y la desvalorización de la casa, porque una vivienda que en aquel tiempo valía 
U$S 120.000, no sé si ahora vale U$S 30.000 o U$S 40.000. 


SEÑORA PEREIRA.- Quiero señalar que de parte de todos nosotros está la voluntad de pago y que nos hacemos cargo de 
nuestras deudas, pero para ello debemos tener la capacidad de pago. Por eso, estamos buscando la intermediación de parte del 
Estado y del Poder Legislativo para que nos ayuden en esta tarea. Nuestras situaciones son variadas y van desde agentes 
financieros privados y bancos privados que están en una posición muy dura respecto a la negociación con nosotros. Digo esto 
porque la posición no es de un crédito de igual a igual, no es un contrato de partes, sino que en este momento nos están exigiendo 
capitales que promedialmente hemos pedido en los años 1997, 1998 ó 1999, y que tal como decía el compañero Bertolini, no es el 
dinero de ahora ni las condiciones; o sea que nos están haciendo reclamos, a la gran mayoría de nosotros, de capitales prestados 
en aquel momento. 


En la actualidad, la voluntad que hay de parte de la banca privada fundamentalmente, es el pago contado de lo que debemos, pero 
somos trabajadores de clase media e, incluso, algunos han perdido el trabajo por las circunstancias que hablamos, por lo que se 
nos hace bastante difícil. 


SEÑORA LUZZO.- Quería señalar que durante todo este trabajo de dos años, de alguna forma hemos transitado el camino de la 
búsqueda de soluciones, que se planteaba que era por la vía administrativa. Se realizan gestiones ante el banco, se va a conversar 
y se realiza un trámite jurídico; pero lo cierto en que en todos los casos piden un volumen de dinero que no está al alcance de 
nuestro asociado. 


Está con nosotros la doctora Aranda, que es la abogada de la Asociación, que seguramente podrá explicitar alguna situación. 


SEÑORA ARANDA.- Hace un buen tiempo que estamos trabajando con todos estos casos y armamos una carpeta con un revalúo 
de la casuística. Dentro de ésta, presentamos aquellos casos que estaban en mayor riesgo y otros en los que se habían logrado 
ciertas transacciones e, incluso, sentencias definitivas. De allí surge que la banca privada ha cometido usura y algunos actos 
abusivos. Nuestra Asociación se basa en esos elementos para presentar los casos. Digo esto, porque la parte débil del contrato 
son los deudores -y ese es un tema jurídico que, quizás, podríamos explicitarlo para que llegara a toda la población- y la parte 
fuerte es la institución bancaria. 


Nosotros no tenemos juicios contra el Banco de la República ni contra el Banco Hipotecario, sino contra los bancos que cometen 
abusos con los particulares que de buena voluntad se acercan a las instituciones, tratan de pagar y, realmente, no reciben la 
respuesta que ellos pueden alcanzar, por estar en una misma situación, que es consecuencia de la grave crisis que se ha venido 
empeorando. Aparentemente la situación estaría mejorando, pero en realidad las consecuencias son nefastas. 


Estamos en contacto permanente con los Jueces, tenemos audiencias prácticamente día por medio y conocemos la casuística 
variada que corresponde a nuestra Asociación. En ese sentido, podemos afirmar que a esta altura de las cosas necesitamos alguna 
ayuda de parte de los gobernantes, porque la buena voluntad que pueda tener el Poder Judicial y la que podamos tener nosotros, 
colaborando de todas las maneras posibles, no alcanza. Los plazos se van venciendo y, en muchos casos, las situaciones se van 
agravando. Algunos bancos utilizan el poder que tienen para no respetar las medidas administrativas como, por ejemplo, la buena 
voluntad que se demostró suspendiendo o proponiendo suspender las ejecuciones. Está a la vista que en muchos casos hubo una 
contrarrespuesta, una reacción, en el sentido de que no se suspendieron esos remates; siguen adelante, y el Juez no tiene 
potestades suficientes como para poder hacer más de lo que hace. Puede suspender unos meses, pero luego ese deudor, aunque 
tenga la mejor voluntad del mundo, no puede lograr otra suspensión y, entonces, el remate es injusto. 


Nosotros planteamos eso ante el Poder Judicial, pero sin una medida que se haga coercitiva -quizás podamos contar también con 
la voluntad de la otra parte para poder llegar a una solución-, lo que podamos proponer es poco, no alcanza. En ese sentido, nos 
hemos venido acercando -acercamos elementos, tuvimos reuniones- y estamos muy esperanzados en esta reunión antes del 15 de 
mayo para poder llevar a nuestros asociados alguna esperanza de parte de ustedes. 


Muchas gracias. 


SEÑORA LUZZO.- En todo caso, dejamos esta información e, incluso, podríamos complementarla con otra que traeríamos en el 
día de mañana. De acuerdo con lo que conversamos con el Legislador Tajam -que nos atendió muy gentilmente el jueves pasado-, 
quedamos en acercar la mayor cantidad de información posible y, por lo tanto, estamos dispuestos a complementar esta planilla 
que les dejamos hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En realidad, preferimos que se nos entregue todo junto mañana para que no se disocie una entrevista con 
otra. 


SEÑOR TAJAM.- Ustedes hacen particular hincapié en las cláusulas abusivas de los contratos, que es una cuestión muy 
importante que podemos retomar. Entonces, sería interesante que abundaran sobre ese tema. 


SEÑORA ARANDA.- Tengo un material completo al respecto, porque el año pasado se hicieron muchísimas jornadas - 
especificamente sobre el tema jurídico- y se realizó una compilación sobre la nulidad de las cláusulas abusivas; si quieren, 
podemos adjuntarlo completando el material que trajimos en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


SEÑORA LUZZO.- Agradecemos que nos hayan atendido y quedamos a la espera de buenas novedades, porque hay mucha 
desesperanza. De más está decir que ustedes, como representantes nuestros, deben estar muy sensibles a esta problemática, 
pero nosotros somos parte de ella, y estamos en contacto con toda esta gente que está en condiciones muy inadecuadas por toda 
esta situación, que no es de un día, sino de mucho tiempo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 6 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


